DIRECTIVAS BÁSICAS: SILENCIO DEL COIMPUTADO   

1°. El vigente CPP no tiene una regulación expresa en materia de declaración del coimputado y, más aún, cuando éstos deban declarar en procesos conexos, como el presente, en que ha sido citado en una causa paralela seguida por el mismo  hecho punible en la que es objeto de los mismos cargos criminales, aunque bajo otra pauta de imputación.

2°. Tal situación no significa que no puedan prestar declaración y que ésta no pueda ser valorada en este juicio, aunque con unos criterios de control y seguridad de su atendibilidad sin duda más cuidadosos. Nuestro ordenamiento procesal se sustenta en la premisa de la amplia posibilidad o capacidad de declaración de quienes tienen información relevante en un caso determinado.

3°. Como existe conexidad procesal en las causas seguidas en la Sala Penal Especial de la Corte Superior de Lima y en esta Sala Penal Especial de la Corte Suprema, explicables por una simple razón de aforamiento de un imputado y por la fecha de realización de ambos procesos, es evidente que, materialmente, la posición de quien declara en esta causa no puede ser otra que la de un coimputado.

4°. El coimputado, como tal, tiene reconocido el derecho instrumental al silencio y los demás que derivan de la garantía de defensa procesal, de particular relevancia constitucional. Sin embargo, ese derecho –como tal- se ejerce dentro de límites razonables que no importen un desconocimiento de su contenido esencial.

5° Como el derecho al silencio está en función a la protección del entorno jurídico de un imputado, cesa cuando la causa concluyó. En tanto se está bajo la protección del ne bis in idem y, en concreto, de la cosa juzgada, es obligatorio al coimputado declarar sobre los hechos por lo que se pronunció el órgano jurisdiccional, cuando es convocado por un tribunal para que declare respecto de la intervención de otras personas –no vinculadas a su entorno familiar- respecto de los mismos hechos por los que fue imputado. Por razones de prudencia  y para que indirectamente no se le constriña a una declaración en determinado sentido, en estos casos no puede tomársele juramento.

6°. Cuando la causa paralela está en trámite las circunstancias de su testimonio, sin duda, cambian sensiblemente. En efecto, llamado el coimputado a otro tribunal para deponer por los mismos hechos punibles, mantiene vigente el derecho al silencio y de declarar. Debe entenderse que en su exposición hará valer siempre sus puntos de vista defensivos.

7°. Si el coimputado se abstuvo de declarar en el acto oral en el proceso paralelo podrá ejercer ese derecho en el juicio en el que es convocado como testigo –siempre, claro está, que se trate de los mismos hechos punibles o que se refiera a otros hechos en los que pueda temer la formulación de cargos en su contra-. Si negó los cargos, asimismo, está en su derecho de hacer valer el derecho al silencio en el juicio paralelo, en tanto esa negativa responde a su estrategia procesal que debe respetarse en todo momento.

8°. Otro es el caso en los supuestos en que el coimputado se ha sometido a un procedimiento de colaboración eficaz, conformidad procesal, terminación anticipada, precedidos de una aceptación y relato de los cargos incluso en sede preliminar –lo expuesto, todos ellos, en esa fase preliminar ha sido ratificada en sede jurisdiccional-, o invocado el art. 136° CPP, esto es, la confesión sincera que importa aceptación de cargos y un relato circunstanciado de su participación y la de otras personas. Lo central de estos cuatro supuestos es que el coimputado, de uno u otro modo, bajo el principio del consenso, libre e informadamente, técnicamente renunció al derecho al silencio, el mismo que sólo podría ser objeto de retractación si se presenta un supuesto de dolo, engaño, amenazas u otro especialmente relevante. En consecuencia, en esos cuatro supuestos en el juicio paralelo no es posible que se invoque el derecho al silencio, pues ello vulneraría el principio que invocó –con lo que ello implica respecto a los beneficios procesales y de derecho penal material que entrañan-. Es especialmente relevante, por ejemplo, lo previsto en los artículos 8° y 17° de la Ley de Colaboración eficaz para quien incumple sus obligaciones de colaboración con la justicia, que determinan la revocatoria de los beneficios obtenidos. 

9°. En tal virtud, si el coimputado, pese a los requerimientos del Tribunal y con presencia de su abogado defensor, se niega a prestar testimonio no solo incumple sus deberes procesales, sino queademás incurre por imperio de la ley en un delito contra la Administración de Justicia. Es más, según las circunstancias, puede castigarse los supuestos agravados previstos en los artículos 46° B y 50° del Código Penal.
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